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EN 2019, LAS TRABAJADORAS 
SEXUALES CORRÍAN UN 
RIESGO 30 VECES MAYOR 
DE CONTRAER EL VIH QUE 
LA POBLACIÓN GENERAL 
FEMENINA.

Los países deben implementar 
respuestas al VIH y el trabajo 

sexual basadas en pruebas que 
reduzcan las desigualdades, 
y protejan y promuevan los 

derechos humanos y la salud 
pública. Entre otras, garantizar el  

acceso a servicios en materia 
de VIH, entornos solidarios y 
facilitadores, y la eliminación 
de las barreras estructurales 

en colaboración plena con 
organizaciones lideradas 
por personas dedicadas 

al trabajo sexual (2).

Entre las acciones decisivas se incluyen poner fin a la penalización de 
todos los aspectos del trabajo sexual, incluida la compraventa y la 
gestión del trabajo sexual; ampliar las protecciones laborales; proteger 
a las personas dedicadas al trabajo sexual contra la violencia de los 
actores estatales y privados; y poner fin al estigma y la discriminación.

Entre las personas dedicadas 
al trabajo sexual se incluyen 

mujeres, hombres y 
personas transgénero de 

más de 18 años que reciben 
dinero o bienes a cambio 

de servicios sexuales, 
ya sea de forma regular 

u ocasional. El trabajo 
sexual puede variar en el 
grado de «formalidad» u 

organización. Cabe destacar 
que el trabajo sexual es sexo 

consentido entre personas 
adultas, el cual adopta 

muchas formas y varía entre 
países y comunidades, así 

como dentro de estos.

En 2019, aproximadamente el  

8 % mundial de las nuevas 
infecciones por el VIH entre 
personas adultas se produjeron 
entre personas dedicadas al 
trabajo sexual de todos los 
géneros (1).  
Las formas interrelacionadas 
de estigma y discriminación 
estructurales y sociales, 
incluidas las leyes, políticas 
y prácticas punitivas, crean 
desigualdades significativas 
e impiden que las personas 
dedicadas al trabajo sexual 
puedan proteger su salud, 
seguridad y bienestar.

SERIE DE FOLLETOS INFORMATIVOS SOBRE 
LOS DERECHOS HUMANOS

ARABIC



EL VIH Y EL TRABAJO SEXUAL Serie de folletos informativos sobre los derechos humanos

LOS DATOS

En 2019,  
aproximadamente el 8 %  
mundial de las nuevas infecciones 
por el VIH entre personas adultas 
se produjeron entre personas 
dedicadas al trabajo sexual de todos 
los géneros (1). En los países con 
datos, la prevalencia del VIH es 
significativamente mayor entre las 
personas dedicadas al trabajo sexual 
transgénero que entre las cisgénero, 
en algunos casos más de 20 veces 
mayor (3).

El 32,8 %  
de las personas dedicadas 
al trabajo sexual no conoce 

su estado serológico 
respecto del VIH.

Menos de la mitad de las 
trabajadoras sexuales ha 
declarado haber tenido 

acceso a por lo menos dos 
servicios de prevención 

del VIH en los tres últimos 
meses, en 16 de los 30 países 

informantes en los últimos 
años (1). 

OBJETIVOS 
SOCIALES 
GLOBALES 
FACILITADORES 
EN MATERIA 
DE SIDA DE 
CARA A 2025

Menos del 10 % de los países tienen leyes que penalizan el 
trabajo sexual en cualquiera de sus aspectos.

Menos del 10 % de las personas dedicadas al trabajo sexual 
declaran experimentar estigma y discriminación.

Menos del 10 % del personal sanitario y el funcionariado 
encargado de hacer cumplir la ley refiere actitudes 
negativas hacia las personas dedicadas al trabajo sexual.

Menos del 10 % de los países carecen de mecanismos para 
que las personas dedicadas al trabajo sexual denuncien los 
casos de abuso y discriminación, y soliciten reparación.

Menos del 10 % de las personas dedicadas al trabajo sexual 
no tienen acceso a los servicios jurídicos.

Menos del 10 % de las personas dedicadas al trabajo sexual 
experimentan violencia física o sexual.

En 2019, las

TRABAJADORAS 
SEXUALES 

CORRÍAN UN 
RIESGO

30x
mayor de adquirir el 
VIH que la población 

general femenina.

La legislación penal, las prácticas de 
aplicación de la ley, el estigma y la 
discriminación aumentan los riesgos 
de violencia contra las personas 
dedicadas al trabajo sexual hasta el 
punto de que entre el 

45 % y el 75 % 
de las trabajadoras sexuales 
adultas sufren agresiones o abusos 
al menos una vez en la vida (4).

Los contextos socioestructurales 
interrelacionados de racismo, transfobia, 
inseguridad económica y situación 
migratoria también pueden incrementar 
la vulnerabilidad a la violencia de 
diferentes grupos de personas 
dedicadas al trabajo sexual (5).
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Al no reconocer la legitimidad del trabajo sexual, también se priva a las personas 
que lo ejercen de las redes básicas de protección social y sanitaria proporcionadas 
en otros ámbitos laborales, una exclusión especialmente perjudicial durante 
las recesiones económicas y los confinamientos debidos a la COVID-19 (13). 
Durante la epidemia de la COVID-19, las personas dedicadas al trabajo sexual han 
denunciado un mayor hostigamiento, discriminación y exclusión de las medidas 
de apoyo financiero (1). La penalización del trabajo sexual contribuye así a otras 
violaciones de los derechos humanos, incluida la negación del derecho a la vida, 
la vivienda, la seguridad, la intimidad y el acceso a los servicios sanitarios (14, 15).

EL VÍNCULO ENTRE LOS DERECHOS 
Y LOS RESULTADOS SANITARIOS

En un estudio se halló que la 
despenalización del trabajo 
sexual podía evitar entre el 

33 % y el 46 % 
de las infecciones por el 
VIH producidas entre las 
personas dedicadas al 

trabajo sexual y su clientela 
a lo largo de 10 años (8).

La penalización del trabajo sexual aumenta el riesgo de que las personas dedicadas al trabajo sexual adquieran el 
VIH y su vulnerabilidad a la violencia perpetrada por la clientela, la policía y otras terceras partes.

Se ha probado que la penalización obstaculiza el acceso 
a los servicios sanitarios, incluida la prevención, el 
tratamiento, la asistencia y el apoyo eficaces en relación 
con el VIH (7, 8, 11, 12). Un estudio llevado a cabo en 
diez países de África subsahariana concluyó que  
la probabilidad de que una persona dedicada al 
trabajo sexual viviera con el VIH era 

7,17 veces mayor 
en los países que penalizaban el trabajo sexual que en 
los países en que este estaba parcialmente legalizado (9).

Asimismo, se ha demostrado reiteradamente que la 
penalización de la clientela del trabajo sexual ejerce efectos 
negativos en la seguridad y salud de las personas dedicadas 
al trabajo sexual, entre otros, la reducción del acceso a los 
preservativos y el uso de estos, y el aumento de las tasas de 
violencia (6-10). La penalización del trabajo sexual en cualquiera 
de sus aspectos tiene consecuencias negativas similares 
en términos de salud pública, violencia y bienestar (6-9).
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OBLIGACIONES, NORMAS Y 
RECOMENDACIONES INTERNACIONALES 
EN MATERIA DE DERECHOS

Toda persona tiene derecho a la 
libertad y seguridad individual, el más 
alto nivel posible de salud, incluido 
el tratamiento y la prevención en el 
contexto de una epidemia, condiciones 
laborales seguras, y autonomía en 
lo que respecta a su propio cuerpo 
y sexualidad, sin discriminación.

Los expertos y órganos internacionales de derechos humanos, 
y las agencias de las Naciones Unidas han aclarado que los 
Estados deben poner fin a la penalización directa e indirecta 
del trabajo sexual, incluidas las sanciones administrativas y 
otras medidas empleadas contra las personas que prestan 
y compran servicios sexuales, así como los regímenes de 
concesión de licencias que imponen sanciones a las personas 
dedicadas al trabajo sexual que no se registran (2, 6, 12, 16–24).

El Comité de las Naciones 
Unidas para la Eliminación 
de la Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW) sostuvo que 

los exámenes médicos obligatorios para 
las personas dedicadas al trabajo sexual 
constituyen una violación de los derechos 
humanos y deben eliminarse, incluidas 
las pruebas de detección del VIH (26). En 
su lugar, los Estados deben garantizar la 
prestación de servicios en materia de VIH 
integrados por personas voluntarias que 
sean accesibles, aceptables, disponibles 
y de calidad, a través de iniciativas de 
sensibilización dirigidas por personas 
dedicadas al trabajo sexual (2, 27).

Los Estados deben cesar inmediatamente la práctica de recluir a las 
personas dedicadas al trabajo sexual en «centros de rehabilitación» (6, 25).

Los Estados tienen la obligación de garantizar el 
acceso a servicios en materia de VIH, y salud sexual 
y reproductiva en consonancia con los principios de 
igualdad y no discriminación, lo que incluye un mayor 
acceso a los servicios en materia de VIH, entre otros 
medios, a través de servicios de prevención específicos 
para las personas dedicadas al trabajo sexual (2, 
12, 28–33). El CEDAW ha instado asimismo a prestar 
especial atención a la salud y los derechos humanos 
de las personas dedicadas al trabajo sexual (34).

Los Estados deben tomar medidas, entre 
otras, legislativas, para erradicar el estigma 
y la discriminación contra las personas 
dedicadas al trabajo sexual (18, 35 à 37).

Los Estados deben adoptar medidas, entre otras, legislativas, 
administrativas, sociales y económicas, para prevenir, investigar, enjuiciar 
y castigar todos los actos de violencia contra las personas dedicadas al 
trabajo sexual perpetrados por el Estado o por particulares, y garantizar 
indemnización para las víctimas (22, 37, 40). El funcionariado encargado de 
hacer cumplir la ley debe estar formado para cumplir con sus obligaciones 
ante las personas dedicadas al trabajo sexual y protegerlas de la violencia 
(20, 36). Los Estados deben evitar mezclar el trabajo sexual con la trata 
en la legislación, puesto que esto conduce a la implementación de 
respuestas inadecuadas que no ayudan ni a las personas dedicadas al 
trabajo sexual ni a las víctimas de la trata en el ejercicio de sus derechos 
y, en el peor de los casos, a la violencia y la opresión (40). Los Estados 
deben garantizar la implicación y participación significativas de las 
personas dedicadas al trabajo sexual en toda su diversidad, en todas 
las actividades de implementación jurídica, normativa y programática.

Las personas dedicadas al 
trabajo sexual, incluidas 
las migrantes, tienen 
derecho a gozar de 
condiciones de trabajo 

seguras y protecciones laborales 
(6, 36, 38). Las personas dedicadas al 
trabajo sexual deben contemplarse 
en los regímenes de protección 
social y apoyo financiero (39).
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RECURSOS CLAVE PARA OBTENER 
MÁS INFORMACIÓN
•	 ONUSIDA, «Guidance Note on HIV and Sex Work», 2012

•	 OMS, UNFPA, ONUSIDA, NSWP, Banco Mundial y PNUD, «Implementación de programas integrales de VIH/ITS con 
personas trabajadoras del sexo: enfoques prácticos basados en intervenciones colaborativas»,  2013

•	 OMS, UNFPA, ONUSIDA y NSWP, «Prevención y tratamiento del VIH y otras infecciones de transmisión sexual entre las 
personas trabajadoras del sexo en países de ingresos bajos y medios: recomendaciones para un enfoque de salud pública», 
2012

•	 OMS, «Directrices unificadas sobre prevención, diagnóstico, tratamiento y atención de la infección por el VIH para grupos de 
población clave», actualización de 2016

•	 Comisión Global sobre el VIH y el Derecho, «Riesgos, derechos y salud», 2012, y suplemento de 2018

•	 OIT, «Recomendación sobre el VIH y el sida y el mundo del trabajo», núm. 200, 2010

La presente nota de políticas está elaborada por ONUSIDA como material de referencia sobre el trabajo sexual, los derechos 
humanos y el VIH. No incluye todas las recomendaciones y políticas pertinentes para la cuestión tratada. Consulte los recursos 
clave anteriores para obtener más información.
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